
 

     

 

 

 

 

 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE VALLEDUPAR  
 

Valledupar, treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintitrés (2023) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: ELISANDER GARCÍA PARADA 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO 
NACIONAL 

RADICADO: 20001-33-33-005-2022-00214-00 

I. ASUNTO.- 
 

Procede el Despacho a dictar sentencia en el presente proceso, promovido por el 
señor ELISANDER GARCÍA PARADA, a través de apoderado judicial, contra la 
NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA –EJÉRCITO NACIONAL, en ejercicio del 
medio de control nulidad y restablecimiento del derecho, consagrado en el artículo 
138 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 

II.- ANTECEDENTES.- 

2.1.- HECHOS.- 

De acuerdo con los hechos en que se fundamenta la demanda, el señor 
ELISANDER GARCÍA PARADA ingresó a prestar el servicio militar obligatorio como 
Soldado Regular, en el Batallón Especial Energético Vial 10 Coronel José Concha 
del EJÉRCITO NACIONAL, ubicado en Norte de Santander. Sin embargo, el 22 de 
marzo de 2008 resultó herido por el enemigo con arma de fuego, mientras realizaba 
labores de patrullaje en el municipio de El Tarra (Norte de Santander). Por lo tanto, 
se destacó que la entidad demandada mediante la Dirección de Sanidad de la 
entidad le realizó Junta Médico Laboral de Retiro, la cual fue apelada ante el 
Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar, con lo cual se determinó una 
disminución de la capacidad laboral de 53.95%. 
 
Como efecto de lo anterior, indicó el apoderado del demandante, que la entidad 
demandada en cumplimiento a las sentencias judiciales emitidas por el Juzgado 
Cuarto Administrativo Oral de Cúcuta y por el Tribunal Administrativo de Norte de 
Santander, resolvió a través de la Resolución No. 499 del cinco (5) de febrero de 
2015, reconocer una pensión de invalidez al actor en cuantía de un salario mínimo 
legal vigente. Al respecto, se agregó que con la entrada en vigencia de la Ley 1979 
del 25 de julio de 2019, se le reconocieron beneficios a los veteranos de la Fuerza 
Pública. Por ende, se subrayó que se deberá modificar el acto de reconocimiento 
de la prestación del actor y con ello expedir un nuevo acto administrativo, con el 
cual se incremente la pensión de invalidez del actor, en cuantía del 100% del salario 
devengado por un Cabo Tercero, conforme al artículo 23 de la norma citada.  
 
En consecuencia, se mencionó que la parte actora presentó petición el 15 de junio 
de 2021, a la entidad demandada, cuyo objeto es el incremento de la pensión de 
invalidez en aplicación del artículo 23 del parágrafo 2° de la Ley 1979 de 2019. No 
obstante, a través del acto administrativo No. RS20211007026346 de fecha siete 
(7) de octubre de 2021, la entidad demandada negó la citada solicitud en los 
siguientes términos: “el porcentaje de disminución de la capacidad laboral que figura 
en la junta médica de retiro, calificado en el literal C, corresponde únicamente al 
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47.37% y que el beneficio del incremento pensional, fue previsto únicamente para 
el personal pensionado por invalidez originadas literal C, descartando las lesiones 
y/o afecciones en los literales A y B, como ocurre en el presente caso”. 
 
2.2.- PRETENSIONES.- 

La parte demandante pretende que se declare la nulidad del Oficio No. 
RS20211007026346 del siete (7) de octubre de 2021, a través del cual la entidad 
demanda negó la petición de incremento y reajuste de la pensión de invalidez 
reconocida al actor en la Resolución No. 499 del cinco (5) de febrero de 2015. 
 

Como consecuencia de la declaración anterior, solicita que se condene a la NACIÓN 
– MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL (GRUPO DE 
PRESTACIONES SOCIALES) a expedir un nuevo acto administrativo a través del 
cual se modifique la Resolución No. 499 del cinco (5) de febrero de 2015, mediante 
la cual se reconoció al actor una pensión de invalidez en cuantía de un salario 
mínimo mensual legal vigente, en el sentido de incrementar la pensión de invalidez 
en cuantía del 100% del salario devengado por un Cabo Tercero, conforme a la Ley 
1979 del 25 de julio de 2019, con efectos retroactivos. Por último, solicitó se condene 
a la demandada a pagar la totalidad de los dineros en estricto cumplimiento de los 
artículos 192 y 195 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. 
 

2.3.- FUNDAMENTOS DE DERECHO.- 
La parte demandante sustentó sus pretensiones con base en los artículos 2, 13, 19 
y 53 de la Constitución Política de Colombia, junto con el artículo 23 de la Ley 1979 
de 2019. Del acápite de concepto de violación, es posible extraer del libelo de la 
demanda, que se invocaron las siguientes causales de nulidad respecto del acto 
administrativo acusado, así: (i) la falsa motivación y falta o ausencia de motivación; 
y (ii) la infracción de las normas en que debería fundarse e indebida interpretación. 
 
Respecto a la primera causal, se arguyó que el artículo 23 de la Ley 1979 de 2019 
dispuso el beneficio de la liquidación de la pensión de invalidez para los soldados e 
infantes de marina profesionales, que hayan sido pensionados por invalidez, 
originada en el servicio como consecuencia de acto meritorios del mismo, con lo 
cual se deberá incrementar el valor de dicha prestación en 100% del salario básico 
devengado, en servicio activo, por un cabo tercero o su equivalente en las Fuerzas 
Militares. En efecto, se estableció que corresponde a un beneficio que aplica al caso 
particular del demandante, en razón a que la demandada hizo una indebida 
interpretación de la norma, dado a que la finalidad de la norma es favorecer 
únicamente a quienes han sido heridos en combate el servicio como consecuencia 
de actos meritorios del mismo, ya sea en combate o en accidente relacionado con 
el mismo. Por consiguiente, el acto demandado no motiva las razones por las cuales 
desconoce e inaplica la mencionada norma, además, en ningún aparte de la norma 
que se invoca como vulnerada se mencionó que el beneficio se encontraba 
únicamente dirigido para el personal pensionado por invalidez originadas en el literal 
C, descartando lesiones de los literales A y B. 
 
En lo que concierne a la segunda causa, se manifestó que el acto administrativo 
acusado carece de la explicación a que se refiere con la clasificación de las lesiones 
en los literales A, B y C, con lo cual se interpretó de forma errónea el artículo 23 de 
la Ley 1979 de 2019, confundiéndolo con el artículo 24 del Decreto 1796 de 2000, 
que se requiere a la forma de calificación, con lo cual se contraviene el artículo 23 
de la Ley 1979 de 2019. De otro lado, se realizó una indebida interpretación al no 
otorgar al demandante el beneficio a los pensionados por invalidez con el argumento 
de que para ser acreedores del beneficio deben tener el 50% o más de la 
disminución de la capacidad laboral en el literal C, es decir en combate, se reiteró 
que la norma aludida no estableció topes de disminución de la capacidad laboral. 
Por ende, se destacó que la indebida interpretación realizada resultó más gravosa 
para acceder al derecho, pues la norma solo estableció como requisitos que hayan 
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sido pensionados por invalidez, originada en el servicio, como consecuencia de 
actos meritorios del mismo, ya sea en combate o en accidente relacionado con el 
mismo, o por acción directa del enemigo. 
 
Sumado a lo expuesto, la parte actora alegó que, si en efecto la demandada hubiera 
dado la interpretación debida de la norma, con toda certeza la decisión del acto 
acusado hubiera sido favorable. Así las cosas, resaltó que en el caso concreto al 
demandante se le calificó la imputabilidad de las lesiones en literal C, es decir, en 
el servicio como consecuencia del combate o accidente relacionado con el mismo, 
o por acción directa del enemigo; con lo cual la autoridad médico – laboral calificó 
su diagnóstico psiquiátrico como resultado de la herida por arma de fuego que 
recibió en miembro inferior izquierdo, cuya lesión severa creo secuelas en el nervio 
peroneo superficial, notándose un nexo causal entre el hecho y el daño, lo cual 
encuadra perfectamente en el artículo 23 de la Ley 1979 de 2019, pues el puntaje 
de disminución de la capacidad laboral fue del 53.95%, y no en el 47.37% como se 
mencionó en el acto acusado. Por ende, el actor afirmó que su invalidez fue 
originada en actos meritorios del servicio, motivo suficiente para que se proceda al 
reconocimiento de su derecho deprecado. 
 

III. TRÁMITE PROCESAL. - 

3.1. ADMISIÓN:  
La demanda fue presentada el 17 de junio de 2022 ante los juzgados administrativos 
de este circuito judicial, correspondiéndole su conocimiento a este Despacho por 
reparto, quien mediante proveído del 19 de agosto de 2022 la admitió. 
 
3.2. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA:  
La entidad demandada NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA 
NACIONAL contestó la demanda dentro del término concedido para ello, 
oponiéndose a la prosperidad de cada una de las pretensiones invocadas por la 
parte demandante, al considerar que el acto administrativo enjuiciado no adolece 
de nulidad. 
 
Sostuvo que, el acto impugnado goza de presunción de legalidad, dado que su 
expedición obedeció al cumplimiento de las disposiciones legales que rigen la 
materia en cuanto al régimen especial, con ello enunció la excepciones de 
“Presunción de Legalidad del Acto Acusado: No hay Acción sin Derecho”, 
“Inactividad Injustificada del Interesado – Prescripción de Derechos Laborales”; 
“Buena Fe” y la “innominada o genérica”. 
 
3.3. SENTENCIA ANTICIPADA 
En virtud de lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, que adicionó el 
artículo 182A a la Ley 1437 de 2011, este despacho, mediante providencia del dos 
(2) de marzo de 2023 fijó el litigio del asunto y corrió traslado a las partes para 
presentar sus alegatos de conclusión.  
 
3.4. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN:  
Dentro del término procesal para descorrer el traslado de alegatos de conclusión, 
sólo la parte actora presentó el respectivo memorial, en el cual reiteró los 
argumentos expuestos en la demanda con los cuales solicita que se declare la 
nulidad del acto administrativo acusado. Así mismo, refirió que se proceda al 
reajuste de la pensión de invalidez del demandante, con el fin de que no le sean 
vulnerados sus derechos fundamentales a una vida digna, al mínimo vital y móvil, 
incluso, solicitó la viabilidad de utilizar el principio de favorabilidad que debe 
aplicarse en el área de derecho laboral, junto con los principios pro homine e in 
dubio pro – operario. Por lo tanto, el actor pretende que, en su caso particular, se 
proceda a emplear el principio de favorabilidad en sentido amplio, es decir, un 
ejercicio interpretativo al que puede acudir el juzgado al identificar el contenido 
normativo de una disposición jurídica, conforme a lo expuesto en la sentencia de la 
Corte Constitucional T-730 de 2014. 
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IV.- CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO.- 

El Agente del Ministerio Público, se abstuvo de emitir concepto de fondo dentro del 
presente asunto. 

V.- CONSIDERACIONES. - 
 
5.1.- COMPETENCIA.-  

El Despacho es competente para conocer en primera instancia de este asunto, de 
conformidad con lo señalado en el numeral 2 del artículo 155 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
5.2.- PROBLEMA JURÍDICO.- 

En el caso que nos ocupa, el problema jurídico a resolver consiste en determinar si 
el señor ELISANDER GARCÍA PARADA, tiene derecho al reconocimiento y pago 
del reajuste e incremento de su pensión de invalidez, en cuantía del 100% del salario 
devengado por un cabo tercero, en virtud de lo dispuesto en el artículo 23 de la Ley 
1979 de 2019, con efecto retroactivo. 
 
5.3.-  FUNDAMENTOS JURÍDICOS.-   

 
5.3.1 . -Normas invocadas como presuntamente infringida por la demandada.- 
 
El objeto del debate que invoca la parte demandante en la sustentación de sus 
pretensiones, es el presunto quebrantamiento del ordenamiento jurídico por parte 
del acto administrativo demandado, cuya normatividad que corresponde al marco 
jurídico sobre el cual se esbozará luego en el caso concreto son las siguientes: los 
artículos 2, 13, 19 y 53 de la Constitución Política de Colombia, junto con el artículo 
23 de la Ley 1979 de 2019, cuyo contenido es del siguiente tenor literal: 
 
-Los artículos 2, 13, 19 y 53 de la Constitución Política de Colombia: 
 

“Artículo 2o. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que 
los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; 
defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la 
convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 
 
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y 
libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 
particulares. 
 
Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 
protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y 
oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o 
familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 
 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará 
medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 
 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y 
sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 
Artículo 19. Se garantiza la libertad de cultos. Toda persona tiene derecho a profesar 
libremente su religión y a difundirla en forma individual o colectiva. Todas las confesiones 
religiosas e iglesias son igualmente libres ante la ley. 
 
Artículo 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá 
en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: 
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Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, 
proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad 
a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir y 
conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en 
caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; 
primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones 
laborales; garantía a la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso 
necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad. 
El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones 
legales. 
Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la 
legislación interna. 
La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden menoscabar la 
libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores.” 

 
-Artículo 23 de la Ley 1979 de 2019, cuyo enfoque es: “Por medio de la cual se 
reconoce, rinde homenaje y se otorgan beneficios a los veteranos de la Fuerza 
Pública y se dictan otras disposiciones”. 

“Artículo 23. Beneficio en la Liquidación de la Pensión de Invalidez. Los soldados e 

infantes de marina profesionales, que hayan sido pensionados por invalidez, originada 

en el servicio como consecuencia de actos meritorios del mismo, en combate o en 

accidente relacionado con el mismo, o por acción directa del enemigo, en tareas de 

mantenimiento o restablecimiento del orden público o en conflicto internacional, tendrán 

derecho a partir de la vigencia de la presente ley, a que el valor de la pensión de invalidez 

se incremente al último salario devengado por el uniformado estando en servicio activo. 

PARÁGRAFO 1o. Los patrulleros de la Policía Nacional, que sean beneficiarios de la 

Pensión por invalidez por acción directa del enemigo, en tareas de mantenimiento o 

restablecimiento del orden público o en conflicto internacional, y cuya disminución de la 

capacidad laboral sea igual o superior a un cincuenta por ciento (50%) e inferior a un 

setenta y cinco por ciento (75%) se le incremente el pago de la pensión mensual con las 

partidas computables en el setenta y cinco por ciento (75%). 

PARÁGRAFO 2o. Para los soldados e infantes de marina regulares y auxiliares de 

policía de la Policía Nacional, que hayan sido pensionados por invalidez, originada en el 

servicio como consecuencia de actos meritorios del mismo, en combate o en accidente 

relacionado con el mismo, o por acción directa del enemigo, en tareas de mantenimiento 

o restablecimiento del orden público o en conflicto internacional, tendrán derecho a partir 

de la vigencia de la presente ley, a que el valor de la pensión de invalidez se le 

incremente al ciento por cierto (100%) del salario básico devengado, en servicio activo, 

por un cabo tercero o su equivalente en las Fuerzas Militares, y un cabo segundo de la 

Policía Nacional.” 

5.3.2. – Análisis de Constitucionalidad del artículo “23” de la Ley 1979 de 2019.- 

Revisados los cargos de nulidad contra el acto acusado, se advierte que la 
inconformidad de la parte demandante se centra en el artículo 23 de la Ley 1979 de 
2019, en relación a su aplicación al caso concreto del demandante, quien aseveró 
que la respuesta negativa de la entidad demandada infringía dicha normatividad. Es 
por ello, que es dable traer a colación el estudio de constitucionalidad que efectuó 
la Sala Plena de la Corte Constitucional respecto de dicho artículo en la sentencia 
C-271 del 28 de julio de 2022, dentro del expediente D-14553. En la cual, se resolvió 
declarar exequible el artículo 23 de la Ley 1979 de 2019, conforme al cargo 
analizado, con lo cual a continuación se extraerán los apartes puntuales que se 
desarrollaron y que permiten analizar el asunto bajo estudio, paralelamente con el 
alcance de dicha norma. 
 
Como punto de partida, se observa que se presentó demanda de la acción pública 
de inconstitucionalidad por parte del ciudadano Edgardo Agudelo Aguirre interpuso, 
contra el párrafo primero del artículo “23” de la Ley 1979 de 2019. Siendo el cargo 
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invocado, que se infringe el principio de igualdad. En criterio del demandante, la 
decisión de reservar el incremento de la pensión de invalidez a las personas que 
hubieren obtenido dicha prestación en las circunstancias descritas en la norma 
implica la violación del principio constitucional de igualdad. En otras palabras, al 
condicionar de esta forma la concesión del beneficio, el legislador habría creado 
una distinción que carece de fundamento constitucional atendible: los soldados e 
infantes de marina que obtuvieron la pensión de invalidez por causas distintas a las 
referidas en la norma demandada, esto es, por enfermedad o accidente de origen 
común o por enfermedad laboral o accidente de trabajo, estarían siendo 
discriminados, dada la ausencia de una razón suficiente que justifique el trato 
diferenciado. 
 
Al respecto, la Corte Constitucional en principio efectuó una comparación entre dos 
(2) grupos de personal respecto a lo que se refiere el artículo 23 de la Ley 1979 de 
2019, así: “los dos grupos entre los cuales se plantea la comparación propuesta en 
el cargo de inconstitucionalidad son los siguientes: i) los «soldados e infantes de 
marina profesionales que hayan sido pensionados por invalidez»[ por las 
actividades meritorias descritas en la norma demandada; y ii) los  soldados e 
infantes de marina que obtuvieron la pensión de invalidez por causas diferentes, 
esto es, por a) enfermedad común, b) accidente común, c) enfermedad 
profesional, d) accidente de trabajo.” 
 
Ahora bien, la mencionada corporación estableció como intensidad del juicio de 
legalidad en estricta, cuyo orden en el estudio de constitucionalidad del artículo 23 
de la Ley 1979 de 2019, fue en los siguientes términos. 
 

“Finalidad de la medida. Según fue señalado con antelación, el escrutinio estricto de igualdad 
exige que «el fin perseguido por la norma [sea] imperioso»[122]. La Sala Plena observa que la 
disposición sometida a control persigue el objetivo de ofrecer mejores condiciones económicas a 
los soldados e infantes de marina profesionales que hayan perdido más del 50% de su capacidad 
laboral «como consecuencia de actos meritorios del [servicio], en combate o en accidente 
relacionado con el mismo, o por acción directa del enemigo, en tareas de mantenimiento o 
restablecimiento del orden público o en conflicto internacional»[123]. 
  
134.       A juicio de la Sala Plena, este objetivo no solo no contraría el texto superior, sino que se 
erige en un fin constitucionalmente imperioso, tal como se explica a continuación. Con arreglo a 
lo dispuesto en el artículo 47 de la carta, las autoridades públicas se encuentran obligadas a 
diseñar e implementar políticas encaminadas a garantizar el bienestar de las personas en 
situación de discapacidad: «El Estado adelantará una política de previsión, rehabilitación e 
integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se prestará la 
atención especializada que requieran». 
  
135.       Esta corporación ha especificado que esta obligación constitucional cobra una particular 
significación cuando se trata de empleados al servicio del Estado que han sufrido mella en sus 
condiciones físicas y morales como resultado del cumplimiento de sus funciones: «[E]sta 
protección adquiere un matiz particular, cuando la persona afectada en sus condiciones de salud 
es un agente o servidor del Estado, que en cumplimiento de sus funciones o con ocasión de las 
mismas, ha sufrido una considerable disminución en sus condiciones físicas, síquicas y 
sensoriales»[124]. Así ocurre, de acuerdo con el criterio expresado por este tribunal, en el caso 
particular de los integrantes de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, quienes «afrontan 
riesgos permanentes para su vida e integridad personal y que frecuentemente sufren lesiones 
severas, en muchos casos irreversibles»[125]. 
  
136.       Con fundamento en el artículo 47 superior, la jurisprudencia constitucional ha declarado 
que «[l]a sociedad y el Estado tienen entonces un compromiso particular, pues se trata de 
garantizar y prestar el servicio de seguridad social, a quienes de manera directa actúan para 
proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y 
demás derechos y libertades» [énfasis fuera de texto]. Este deber constitucional es plenamente 
congruente con los artículos 217 y 218, que, según fue señalado antes, ordenan la creación de 
un régimen prestacional de seguridad social de carácter especial a favor de las Fuerzas Públicas. 
  
137.       Constituye un hecho insoslayable que quienes pierden su capacidad sicofísica en las 
circunstancias previstas en la norma demandada lo hacen en estricto cumplimiento de 
trascendentales fines constitucionales. Así se infiere de lo dispuesto en el artículo 217 de la carta, 
norma que establece que «[l]as Fuerzas Militares tendrán como finalidad primordial la defensa de 
la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional». A 
la luz de este precepto, la Sala Plena concluye que los soldados e infantes de marina 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/C-271-22.htm#_ftn115
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/C-271-22.htm#_ftn122
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/C-271-22.htm#_ftn123
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/C-271-22.htm#_ftn124
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/C-271-22.htm#_ftn125
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profesionales que pierden su capacidad sicofísica por las causas referidas en la disposición 
demandada —esto es, en actos meritorios del servicio, combate o accidente relacionado con este 
último, acción directa del enemigo, tareas de mantenimiento o restablecimiento del orden público 
o conflicto internacional— no sufren un perjuicio ordinario en sus derechos. 
  
138.       La grave afectación de su bienestar físico y mental se debe, en estricto rigor, al 
cumplimiento de una labor de la que depende la existencia del orden constitucional. Si bien la 
actividad de todos los integrantes de las Fuerzas Militares se encuentra orientada a la satisfacción 
de los fines enunciados en el artículo 217 superior, no se puede desconocer que quienes 
adquieren su derecho pensional por las causas descritas en la norma se encuentran en 
circunstancias completamente distintas al resto de veteranos: en ellos se ha materializado el 
riesgo extraordinario que justifica la existencia de una normativa especial para la Fuerza Pública, 
pues, al costo de enfrentar una vida de limitaciones, han consumado el encargo que la 
Constitución asigna a la institución de la que forman parte. En ellos se ha cumplido el destino de 
abnegación, sacrificio y renuncia que se impone para que la sociedad conserve sus instituciones 
y su normal funcionamiento[126]. En definitiva, el menoscabo que experimentan su vida y su salud 
ocurre para que el resto de integrantes de la sociedad gocen de una existencia normal, pacífica 
y sin sobresaltos. 
  
139.       De ahí que este tribunal haya declarado que «teniendo en cuenta las distintas 
actividades desde el punto de vista funcional o material que cumplen los miembros de las Fuerzas 
Militares, y dado que dentro de su deber profesional se encuentra el de arriesgar la vida, para la 
Corte es razonable y por lo tanto se justifica el trato diferenciado, a efectos de reconocer una 
pensión o compensación, según la muerte sea en combate, en misión del servicio o en simple 
actividad»[127] [énfasis fuera del original]. 
  
140.       En síntesis, los artículos 47 y 217 del texto superior instauran un mandato en virtud del 
cual el Estado se encuentra obligado a asegurar prestaciones de seguridad social de carácter 
particular, que protejan de manera reforzada a los integrantes de las Fuerzas Armadas que sufran 
daños en su capacidad laboral como consecuencia de los actos meritorios que se refieren en el 
artículo veintitrés de la Ley 1979 de 2019. Dicho mandato es consecuencia del imperativo de 
mantener el equilibrio de las cargas públicas y del hecho de que, en tales casos, la discapacidad 
es producida por labores directamente relacionadas con la salvaguardia de «la soberanía, la 
independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional»[128]. 141.       En 
consecuencia, la Sala Plena concluye que el incremento del monto de la pensión por invalidez en 
favor de las personas que pierden su capacidad laboral en estas condiciones constituye un fin 
constitucionalmente imperioso. 
  
142.       Conducencia y necesidad de la medida. Como fue indicado antes, la segunda exigencia 
que plantea la jurisprudencia constitucional en el juicio estricto de igualdad recae sobre el medio 
elegido por el legislador: es preciso que «además de ser efectivamente conducente, [sea] 
necesario, esto es, [que] no pued[a] ser reemplazado por otros menos lesivos para los derechos 
de los sujetos pasivos de la norma»[129]. 
  
143.       Este requisito contrasta con el amplio margen de discrecionalidad que, en condiciones 
ordinarias, tiene el legislador para regular el funcionamiento y los requisitos de acceso a las 
prestaciones del Sistema General de Seguridad Social[130]. La restricción, según fue expuesto en 
la Sentencia C-295 de 2021, cuyo precedente se reitera en esta providencia, se explica por el 
impacto que, al menos potencialmente, tiene la medida en los derechos fundamentales de otros 
sujetos de especial protección constitucional. En concreto, el derecho a la igualdad de las 
personas que no gozan del beneficio bajo examen justifica el aludido estrechamiento del margen 
de maniobra que, normalmente, se ofrece al Congreso. 
  
144.       De conformidad con el requisito bajo análisis, es menester que el medio ideado por el 
legislador —consistente en crear un «[b]eneficio en la liquidación de la pensión de invalidez» a 
favor de las personas que perdieron más del 50% de su capacidad sicofísica en las condiciones 
referidas en la norma demandada— constituya un medio efectivamente conducente y necesario 
para conseguir la mejora de las condiciones económicas de los pensionados por invalidez que se 
refieren en la disposición demandada, que es el fin constitucionalmente imperioso que esta última 
persigue. 
  
145.       Conducencia efectiva. En cuanto a lo primero, no cabe duda de que la medida constituye 
un medio efectivamente conducente para incrementar el monto de la pensión de invalidez de los 
soldados e infantes de marina profesionales a quienes se dirige la norma. Esta deducción 
encuentra asidero en las reglas establecidas en el artículo segundo del Decreto 1157 de 2014, 
«por el cual se fija el régimen de asignación de retiro a un personal de la Policía Nacional y de 
pensión de invalidez para el personal uniformado de la fuerza pública». La disposición establece 
que, en el caso de los demás pensionados por invalidez, el monto de la mesada pensional será 
calculada teniendo en cuenta el grado de pérdida de capacidad laboral que presente el 
solicitante[131]. En aplicación de este criterio, las partidas computables en ningún caso ascenderán 
al 100%, pues «cuando la pérdida de la capacidad laboral sea igual o superior al noventa y cinco 
por ciento (95%)»[132], el quantum de la mesada corresponderá al «noventa y cinco por ciento 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/C-271-22.htm#_ftn126
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/C-271-22.htm#_ftn127
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/C-271-22.htm#_ftn128
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/C-271-22.htm#_ftn129
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/C-271-22.htm#_ftn130
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/C-271-22.htm#_ftn131
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/C-271-22.htm#_ftn132
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(95%) de dichas partidas»[133]. Por tal motivo, la pensión de invalidez será siempre inferior al 
salario que devengaba la persona antes de sufrir el hecho generador de la pérdida de capacidad 
laboral. Habida cuenta de lo anterior, es evidente que el incremento previsto en el artículo 
veintitrés de la Ley 1979 de 2019 es un medio efectivamente conducente para conseguir la mejora 
de las condiciones económicas de los destinatarios de la disposición, pues producirá siempre un 
incremento efectivo de sus ingresos. 
  
146.       Necesidad de la medida. En criterio de la Sala Plena, no existen otros medios menos 
lesivos que garanticen el cumplimiento del fin constitucional que se persigue. La Corte arriba a 
esta conclusión teniendo en cuenta las restricciones jurídicas y fácticas que se presentan en el 
caso concreto, las cuales llevan a colegir que el otorgamiento del beneficio económico que se 
analiza es el único medio que conduce a la mejora de las condiciones económicas de quienes se 
pensionan por las causas que aquí se examinan. 147.       En lo que se refiere a las limitaciones 
jurídicas, conviene observar que de conformidad con el artículo 355 superior, «[n]ninguna de las 
ramas u órganos del poder público podrá decretar auxilios o donaciones en favor de personas 
naturales o jurídicas de derecho privado»[134]. De ello se infiere que no es posible incrementar los 
ingresos de los destinatarios de la norma a través de los medios señalados en el precepto 
constitucional. En cuanto a las restricciones fácticas, es preciso advertir que quien goza de este 
beneficio padece una discapacidad igual o superior al 50%, lo que implica que sufre una limitación 
severa para mejorar sus ingresos a través de sus propios medios. Con fundamento en estas 
razones, las Sala concluye que el medio dispuesto por el legislador es necesario para el 
cumplimiento del fin que se procura. 
  
148.       Proporcionalidad en sentido estricto. Para terminar, el último requisito del juicio estricto 
de igualdad exige que «los beneficios de adoptar la medida exceda[a]n […] las restricciones 
impuestas sobre otros valores o principios constitucionales»[135].  
 
En criterio de la Sala Plena, esta condición se encuentra debidamente satisfecha por la norma 
bajo análisis. Esto es así en la medida en que el grado de cumplimiento del fin constitucional que 
se persigue es superior al grado de compromiso que podrían sufrir los derechos e intereses de 
los demás uniformados que han adquirido la pensión de invalidez por causas distintas a las 
establecidas en la disposición. 
  
149.       Teniendo en cuenta la escala tríadica que evalúa el grado de satisfacción del fin 
constitucional que se persigue, la norma demandada procura un nivel moderado de cumplimiento. 
Esto es así en la medida en que el artículo bajo análisis eleva la pensión de invalidez al monto 
del último salario que el uniformado venía recibiendo, antes de sufrir la pérdida de su capacidad 
sicofísica. La aludida restauración de su nivel de ingresos conlleva un incremento de sus ingresos 
económicos, lo que supone también una mejora de sus condiciones materiales de vida. En esa 
medida, si bien la disposición no aumenta sus ingresos, pues el cometido de la norma no es otro 
que el de restablecer la situación económica en que se encontraba el pensionado por invalidez, 
la Sala Plena concluye que el grado de satisfacción del fin que se persigue es moderado.  
  
150.       Establecido lo anterior, es preciso hacer hincapié en que la pérdida de la capacidad 
sicofísica de los soldados y los infantes de marina a quienes se dirige la norma es consecuencia 
de actos meritorios del servicio, que conllevan una evidente ruptura del equilibrio de las cargas 
públicas. La intensidad del padecimiento físico y moral que sufren los uniformados que perdieron 
su capacidad laboral como resultado de las causas que se indican en la norma subraya la 
urgencia de restablecer sus derechos y de resarcir, con justicia, el daño que han sufrido. 
  
151.       Si bien para todos los pensionados por invalidez de las Fuerzas Militares la pérdida de 
su capacidad laboral representa un infortunio, una grave adversidad que han de enfrentar a lo 
largo sus vidas, no es menos cierto que, en el caso particular de los soldados e infantes de marina 
cuya situación aquí se analiza, dicha discapacidad adquiere un sentido y una significación 
enteramente distintos. Su bienestar, su salud y su integridad han resultado seriamente 
comprometidas como consecuencia de la ejecución de actos que guardan una relación directa 
con el mantenimiento del orden constitucional. Las limitaciones y los padecimientos que los 
acompañarán de por vida son causados por el cumplimiento de un deber del que dependen tanto 
la posibilidad de goce de los derechos fundamentales de sus conciudadanos como la propia 
existencia del Estado colombiano. 
  
152.       Bajo esta perspectiva, es evidente que el restablecimiento de los ingresos económicos 
que percibían los soldados e infantes de marina antes de sufrir la pérdida de su capacidad laboral 
de ningún modo resulta desproporcionado. Por el contrario, representa una compensación 
apenas justa, que encuentra una justificación plena en el valor y en el significado ético que, para 
toda la comunidad política, implica la renuncia que estas personas se han impuesto. 
  
153.       La anterior constatación es suficiente para dar por cumplido el requisito de 
proporcionalidad en sentido estricto, lo que sería suficiente para declarar la constitucionalidad de 
la norma demandada. En todo caso, existe otro argumento que corrobora la satisfacción de la 
exigencia en comento. Esta razón ahonda en la escasa repercusión que tiene la medida genera 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/C-271-22.htm#_ftn133
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/C-271-22.htm#_ftn134
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/C-271-22.htm#_ftn135
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en los derechos del grupo poblacional que no fue incluido en el artículo veintitrés de la Ley 1979 
de 2019. 
  
154.       En la Sentencia C-116 de 2021, esta corporación hizo un minucioso análisis del régimen 
especial que resulta aplicable a las Fuerzas Militares, con el propósito de establecer si sus 
integrantes debían ser considerados como personas en situación de vulnerabilidad. Dicho estudio 
le permitió concluir que el Decreto 1346 de 2020 ofrece a los veteranos de las Fuerzas Militares, 
entre otros, los siguientes beneficios: afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud, 
beneficios en transporte público urbano, subsidio familiar de vivienda, beneficios crediticios 
especiales, financiación de créditos redimibles para apoyar el acceso y permanencia en la 
educación superior, ingreso gratuito a museos y actividades culturales[136]. 
  
155.       Adicionalmente, la providencia hizo el siguiente recuento de los beneficios que otorgó la 
Ley 1979 de 2019 a los veteranos: Además de los sintetizados previamente, la Ley 1979 de 2019 
estableció los siguientes beneficios: i) honores en actos, eventos y conmemoraciones, ii) se 
instituyó el día del veterano, iii) prioridad en el acceso a establecimientos públicos de enseñanza 
básica, técnica y superior; iv) creación del Fondo para el fomento de la educación de los 
veteranos; v) descuento en las tarifas de transporte público urbano; vi) exoneración condicionada 
de los aportes a las Cajas de Compensación Familiar; vii) ruta específica de promoción del 
empleo; viii) acceso a vivienda mediante la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía; ix) 
líneas de créditos especiales; x) preferencia en los programas asistenciales; xi) beneficios para 
la importación de vehículos, elementos médicos, tecnológicos, estéticos y cosméticos cuando 
estos aparezcan relacionados con su rehabilitación; xii) incremento condicionado en la pensión 
de invalidez y xiii) creación de la comisión intersectorial para la atención integral al veterano [137]. 
  
156.       A lo anterior es preciso añadir que, de conformidad con el parágrafo tercero del artículo 
segundo del Decreto 1157 de 2014, el pensionado por invalidez de las Fuerzas Armadas cuenta 
con un auxilio económico especial cuando requiere asistencia de otra persona para desarrollar 
sus actividades vitales: «[C]uando el pensionado por invalidez requiera el auxilio de otra persona 
para realizar las funciones elementales de su vida, condición ésta que será determinada por los 
organismos médico-laborales militares y de policía del Ministerio de Defensa Nacional, el monto 
de la mesada pensional se aumentará en un veinticinco por ciento (25%)».  
 
Este beneficio se encuentra previsto para todos los antiguos integrantes de las Fuerzas Armadas, 
al margen de la causa que hubiere desencadenado la pérdida de capacidad sicofísica. 
  
157.       Atendiendo las razones expuestas, la Sala Plena concluye que el ordenamiento jurídico 
ha rodeado a los soldados e infantes de marina pensionados por invalidez debido a causas 
distintas a las señaladas en la norma demandada de un conjunto de garantías y privilegios, que 
aminoran la gravedad de los perjuicios que pudiera ocasionar el otorgamiento del beneficio de la 
norma en cuestión al principio constitucional de igualdad. En cualquier caso, dadas las 
circunstancias del caso concreto, la afectación que pudiera sufrir dicho principio es 
ostensiblemente inferior al grado de satisfacción del fin constitucional que procura la medida. Por 
tal motivo, el requisito de proporcionalidad en sentido estricto se encuentra plenamente 
satisfecho, pues los beneficios que produce el primer párrafo del artículo veintitrés de la Ley 1979 
de 2019 exceden las restricciones que aquella produce respecto de otros valores o principios 
constitucionales” 
  

De cara al cargo de nulidad por inconstitucionalidad, la Corte Constitucional enfatizó 
que el artículo 23 de la Ley 1979 de 2019 reposa en los parámetros constitucionales, 
con lo cual se estableció que conceder un beneficio a los infantes de marina 
pensionados por invalidez que pierden su capacidad sicofísica por las causas 
referidas en la disposición demandada, esto es: actos meritorios del servicio, 
combate o accidente relacionado con este último, acción directa del enemigo, tareas 
de mantenimiento o restablecimiento del orden público o conflicto internacional,  son 
circunstancias extraordinarias que imponen sacrificio o renuncia departe de los 
integrantes de las Fuerza Militares, con lo cual el perjuicio que sufren no es 
ordinario, son supuestos de hecho de riesgo extraordinario con respecto a los 
demás veteranos. Por ello, se señaló que la medida tiene un fin constitucional 
imperioso, conducente y necesario. 
 
5.4.- CASO CONCRETO.- 
La carga argumentativa de la parte demandante como fundamento de sus 
pretensiones, como se refiere en el acápite anterior gira en torno a la aplicación del 
artículo 23 de la Ley 1979 de 2019. En criterio del demandando, el acto 
administrativo acusado adolece de las siguientes causales de nulidad, así: (i) la falsa 
motivación y falta o ausencia de motivación, toda vez que la demandada hizo una 
indebida interpretación de la norma, pues la finalidad de la norma es favorecer 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/C-271-22.htm#_ftn136
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/C-271-22.htm#_ftn137
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únicamente a quienes han sido heridos en combate el servicio como consecuencia 
de actos meritorios del mismo, ya sea en combate o en accidente relacionado con 
el mismo, por lo que el acto demandado no motiva las razones por las cuales 
desconoce e inaplica la mencionada norma, además, en ningún aparte de la norma 
que se invoca como vulnerada se mencionó que el beneficio se encontraba 
únicamente dirigido para el personal pensionado por invalidez originadas en el literal 
C, descartando lesiones de los literales A y B; y (ii) la infracción de las normas en 
que debería fundarse e indebida interpretación, con ocasión a que en la norma solo 
se estableció como requisitos para su aplicación, que hayan sido pensionados por 
invalidez, originada en el servicio, como consecuencia de actos meritorios del 
mismo, ya sea en combate o en accidente relacionado con el mismo, o por acción 
directa del enemigo, no siendo viable negar dicho beneficio por las razones 
expuestas en el acto demandado. 
 
Ahora bien, ilustrados los motivos de inconformidad del demandante respecto al 
acto acusado, es oportuno entrar a detallar el objeto de la Ley 1979 de 2019, que 
conforme al artículo primero es: “conceder beneficios y proporcionar políticas de 
bienestar, además, de reconocer, rendir homenaje y enaltecer la labor realizada por 
la población que hace mención el artículo 2o de la misma. Esto, dada la misión 
constitucional y carga pública inusual de este grupo poblacional, que han realizado 
sacrificios que van desde el enfrentamiento constante a peligros, daños físicos 
irreparables, hasta numerosas muertes, las cuales durante años han sido 
enfrentadas por las familias de estos héroes, lo que también las convierte en un 
actor relevante en el proceso de defensa del país.” 
 
Unánime con lo precedente, es esencial verificar cuál es la población que ha sido 
identificada para que les sea ajustable los referidos beneficios, los cuales han sido 
llamados como veteranos y se detallan el artículo segundo de la citada norma, así:  
 

“Artículo 2o. ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY. El ámbito de aplicación de la 

presente ley comprenderá los siguientes beneficiarios: 

 

a) <Literal CONDICIONALMENTE exequible> Veterano: Son todos los 

miembros de la Fuerza Pública con asignación de retiro, pensionados por invalidez y 

quienes ostenten la distinción de reservista de honor. También son veteranos todos 

aquellos que hayan participado en nombre de la República de Colombia en conflictos 

internacionales. Así como, aquellos miembros de la Fuerza Pública que sean víctimas 

en los términos del artículo 3o de la Ley 1448 de 2011, por hechos ocurridos en 

servicio activo y en razón en ocasión del mismo. 

 

Corte Constitucional. - Literal declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por 

la Corte Constitucional mediante Sentencia C-116-21 de 29 de abril de 2021, 

Magistrado Ponente Dr. José Fernando Reyes, 'bajo el entendido de que se 

excluyen de la definición de veteranos y de los beneficios correspondientes a los 

retirados de la fuerza pública cuya responsabilidad haya sido declarada en 

decisión que constituya cosa juzgada por autoridad administrativa o judicial en 

relación con graves violaciones a los derechos humanos o delitos de lesa 

humanidad.' 

 

b)     Núcleo familiar: Para el efecto de la presente ley, se entenderá por núcleo familiar 

el compuesto por el (la) cónyuge o compañero(a) permanente y los hijos hasta los 

veinticinco (25) años de edad o, a falta de estos, los padres de los miembros de la 

Fuerza Pública que hayan fallecido o desaparecido en servicio activo, únicamente por 

acción directa del enemigo o en combate o en tareas de mantenimiento o 

restablecimiento del orden público o en conflicto internacional.” 

 
Una vez despejado el objeto y el ámbito de aplicación de la Ley 1979 de 2019, es 
viable continuar con la identificación de los requisitos que debe cumplir el soldado 
e infante de marina para acceder al beneficio otorgado en relación con su pensión 
de invalidez, los cuales son: (i) claramente haber sido pensionado por invalidez del 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1979_2019.html#2
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1448_2011.html#3
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/c-116_2021.html#INICIO
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EJÉRCITO NANCIONAL; (ii) que dicho reconocimiento de la mencionada pensión, 
obedezca a su actividad en el servicio como consecuencia de actos meritorios del 
mismo, en combate o en accidente relacionado con el mismo, o por acción directa 
del enemigo, en tareas de mantenimiento o restablecimiento del orden público o en 
conflicto internacional, tendrán derecho a partir de la vigencia de la presente ley; y 
(iii) según el parágrafo segundo cumplido lo anterior, se repite para el caso de los 
soldados, tendrán derecho a partir de la vigencia de dicha ley, al incremento de su 
pensión de invalidez en un (100%) del salario devengado por un cabo tercero o su 
equivalente en las Fuerzas Militares. 
 
Aterrizando lo analizado en el caso particular del señor ELISANDER GARCÍA 
PARADA, se advierte que las pruebas allegadas en el ítem No. de los anexos de la 
demanda del expediente digital, acreditan los siguientes hechos: 
 
En primer lugar, que mediante la Resolución No. 499 del cinco (5) de febrero de 
2015, proferida por la Directora Administrativa y la Coordinadora de Prestaciones 
Sociales, de la SECRETARÍA GENERAL DEL MINISTERIO DE DEFENSA 
NACIONAL, al señor ELISANDER GARCÍA PARADA, se le reconoció pensión de 
invalidez en su condición de Soldado Regular del Ejército Nacional, cuya parte 
resolutiva es: 

 

 
 
 
En segundo lugar, se observa el Informativo Administrativo por Lesiones No. 008 de 
del primero (1º) de abril de 2008, respecto al señor SLR ELISANDER GARCÍA 
PARADA, en el cual se calificó el accidente ocurrido el 23 de marzo de 2008 con el 
literal C, es decir, en el servicio como consecuencia del combate o en accidente 
relacionado con el mismo, o por acción directa del enemigo, en tareas de 



12 

 

mantenimiento o restablecimiento del orden público o en el conflicto internacional, 
cuyo contenido es el siguiente: 

 

 
 

 
 
En tercer lugar, se advierte el Acta de Junta Médica Laboral No. 30417 de la 
DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL, que declaró la evaluación 
de la disminución de la capacidad laboral en un CUARENTA PUNTO CERO NUEVE 
POR CIENTO (40.09%), cuya imputabilidad del servicio es: LESIÓN -1 EN EL 
SERVICIO POR ACCIÓN DIRECTA DEL ENEMIGO LITERAL 2, así: 
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En cuarto lugar, el demandante presentó recurso de apelación contra la anterior 
decisión, por lo que el TRIBUNAL MÉDICO LABORAL DE REVISIÓN MILITAR Y 
DE POLICÍA, mediante decisión de fecha 14 de julio de 2010, resolvió MODIFICAR 
las conclusiones de la JUNTA MÉDICA LABORAL No. 30417 del 18 de abril de 
2009, en el sentido de aumentar el porcentaje de la disminución de la capacidad 
laboral por “CINCUENTA Y TRES PUNTO NOVENTA Y CINCO POR CIENTO 
(53.95%)”, declarando al demandante NO APTO PARA ACTIVIDAD MILITAR, cuya 
ilustración es la siguiente:  
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En quinto lugar, se advierte que el demandante envío petición a la COORDINACIÓN 
– GRUPO PRESTACIONES SOCIALES de fecha 15 de junio de 2021, mediante el 
cual solicitó el reajuste e incremento de su pensión de invalidez conforme a lo 
dispuesto en el artículo 23 de la Ley 1979 de 2019. Sin embargo, la entidad 
demandada dio respuesta negativa en los siguientes términos: 
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Luego de abordado el material probatorio allegado al proceso, corresponde al 
Despacho estudiar la legalidad del acto administrativos enjuiciado, el cual negó la 
petición del demandante, por los siguientes motivos: (i) porque conforme al artículo 
2.3.1.8.3.2.2. del Decreto 1345 de 2020, que reglamentó el artículo 23 de la Ley 
1979 de 2019, el beneficio del incremento en la liquidación de pensión de invalidez 
para los soldados e infantes de marina profesionales debían tener como mínimo un 
50% de disminución de capacidad laboral, originado en combate o accidente 
relacionado con mismo, o por acción directa del enemigo, en tareas de 
mantenimiento o restablecimiento del orden público o en conflicto internacional; pero 
el señor ELISANDER GARCÍA PARADA tenía un porcentaje de disminución de la 
capacidad laboral calificado en el literal de del 47.37%, con lo cual el beneficio del 
incremento pensional no le es ajustable, y (ii) las circunstancias en las cuales fue 
origina su invalidez no se adecuan a los lineamientos y exigencias. 
 
En aras de continuar con las razones que cobijaron el acto demandado para negar 
la solicitud del demandante, se procede a revisar el Decreto 1345 de 2020, para 
verificar si se advierten puntos diferentes a los determinados que repercutan en el 
reconocimiento del beneficio del artículo 23 de la Ley 1979 de 2019. Frente a lo 
cual, se establece que el mencionado decreto se expidió por parte del Presidente 
de la República de Colombia, “Por el cual se reglamenta la acreditación, se rinden 
honores en actos, ceremonias y eventos públicos, se reconocen beneficios en 
servicios financieros de la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía, en la 
liquidación en la pensión de invalidez y se dictan otras disposiciones.” Por 
consiguiente, en lo referente al beneficio del mencionado artículo 23, que trata sobre 
el incremento de la liquidación de la pensión de invalidez, se observa:  
 

“SUBSECCIÓN 2. BENEFICIOS EN LA LIQUIDACIÓN DE LA PENSIÓN DE 
INVALIDEZ. 
  
ARTÍCULO 2.3.1.8.3.2.1. Campo de aplicación. Las disposiciones aquí contenidas se 
aplicarán al personal pensionado por invalidez, en las categorías de Soldados 
Profesionales e Infantes de Marina Profesionales, Soldados que prestaron el servicio 
militar obligatorio en las Fuerzas Militares, Auxiliares y Patrulleros de la Policía Nacional, 
en los términos que se señalan en el presente decreto. 
  
ARTÍCULO 2.3.1.8.3.2.2. Incremento de la Pensión de Invalidez para Soldados 
Profesionales e Infantes de Marina Profesionales. El personal de Soldados 
Profesionales e Infantes de Marina Profesionales, que tenga como mínimo un 50% de 
disminución de la capacidad laboral, originada en combate o en accidente relacionado 
con el mismo, o por acción directa del enemigo, en tareas de mantenimiento o 
restablecimiento del orden público o en conflicto internacional, tendrá derecho a partir 
del 25 de julio de 2019, a que la pensión de invalidez, se incremente al último salario 
devengado por el uniformado estando en servicio activo. 
  
PARÁGRAFO 1. Para el personal de que trata el presente artículo, que se pensione por 
invalidez con posterioridad al 25 de julio de 2019, el incremento pensional se hará 
efectivo a partir de la fecha de causación del derecho a la pensión de invalidez. 
  
PARÁGRAFO 2. Para efectos del presente artículo se entiende como salario, el 
siguiente: 
  
1. Salario mensual en los términos del inciso primero del artículo 1 del Decreto Ley 1794 
de 2000. 
  
2. Prima de antigüedad en el porcentaje devengado a la fecha de retiro del servicio en 
los términos del artículo 2 del Decreto Ley 794 de 2000. 
  
PARÁGRAFO 3. En adición a las partidas específicamente señaladas en este artículo, 
ninguna de las demás primas, subsidios, bonificaciones, serán computables para efectos 
del incremento pensional. 
  
ARTÍCULO 2.3.1.8.3.2.3. Incremento de la Pensión de Invalidez para Soldados en el 
Servicio Militar Obligatorio en las Fuerzas Militares. El personal de Soldados que presté 
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el servicio militar obligatorio en las Fuerzas Militares, que tenga como mínimo un 50% 
de disminución de la capacidad laboral, originada en combate o en accidente relacionado 
con el mismo, o por acción directa del enemigo, en tareas de mantenimiento o 
restablecimiento del orden público o en conflicto internacional, tendrá derecho a partir 
del 25 de julio de 2019, a que la pensión de invalidez se incremente al cien por ciento 
(100%) del salario básico devengado, en servicio activo, por un cabo tercero o su 
equivalente en las Fuerzas Militares. 
  
PARÁGRAFO. Para el personal de que trata el presente artículo, que se pensione por 
invalidez con posterioridad al 25 de julio de 2019, el incremento pensional se hará 
efectivo a partir de la fecha de causación del derecho a la pensión de invalidez. 
  
(…)   ARTÍCULO 2.3.1.8.3.2.6. Compatibilidad del incremento pensional. El incremento 
previsto en el presente Decreto, es compatible con los incrementos consagrados en el 
artículo 31 del Decreto 4433 de 2004. 
  
ARTÍCULO 2.3.1.8.3.2.7. Pago del Incremento. El beneficio en la liquidación de la 
pensión de invalidez, fijada en el artículo 23 de la Ley 1979 de 2019, únicamente se 
reconocerá y pagará a solicitud de parte.” 

 
Se agregó que, aplica el incremento del beneficio en la pensión de invalidez del 
personal de Soldados Profesionales e Infantes de Marina Profesionales, que tengan 
como mínimo un 50% de la disminución de la capacidad laboral y que se reconocerá 
y pagará a solicitud de parte. 
 
En este contexto, constata el Despacho que le asiste razón a la parte demandante, 
atendiendo a que sus fundamentos fácticos enmarcan dentro de los presupuestos 
normativos contenidos en el artículo 23 del Decreto 1979 de 2019 y la respectiva 
reglamentación del Decreto 1345 de 2020, con lo cual las causales de nulidad de 
falsa motivación e infracción de las normas en que debía fundarse el acto 
demandado se encuentran plenamente configuradas, conforme a las siguientes 
razones:  
 
(i) Se demostró en el plenario, que al señor ELISANDER GARCÍA PARADA se le 

reconoció pensión de invalidez mediante la Resolución No. 499 del cinco (5) de 
febrero de 2015, a partir del 14 de julio de 2010, en su condición de EX 
SOLDADO REGULAR, con lo cual no se encuentra en tela de juicio de su 
condición de VETERANO, de conformidad con el ámbito de aplicación 
consagrado en el artículo “2º” de la Ley 1949 de 2009.  

(ii) Revisado todo el historial médico del demandante, en el cual se advierte el 
Informativo Administrativo por Lesiones No. 008 del primero (1) de abril de 2008, 
no cabe duda que su disminución de la capacidad laboral se originó en el 
desarrollo de la Misión Táctica SOBERANIA del control militar del área de Saco, 
en sectores críticos del Norte de Santander, cuando en la base militar fue herido 
el demandante junto con otro personal, con lo cual se declaró la imputabilidad 
del accidente conforme al literal C del artículo 24 del Decreto 1796 del 14 de 
septiembre de 2020, esto es, en el servicio como consecuencia del combate o 
en accidente relacionado con el mismo, o por acción directa del enemigo, en 
tareas de mantenimiento o restablecimiento del orden público o en el conflicto 
internacional. En efecto, NO ES CIERTO, lo que se invocó en el acto acusado, 
en el sentido de que su invalidez no se originó conforme a los lineamientos y 
exigencias de la mencionada norma. 

(iii) NO es cierto lo manifestado en el acto demandado relacionado con la 
disminución de la capacidad laboral en un 47.37% del demandante, pues 
conforme con el acta del TRIBUNAL MÉDICO LABORAL DE REVISIÓN 
MILITAR Y DE POLICÍA, mediante decisión de fecha 14 de julio de 2010, se 
resolvió MODIFICAR las conclusiones de la JUNTA MÉDICA LABORAL No. 
30417 del 18 de abril de 2009, en el sentido de aumentar el porcentaje de la 
disminución de la capacidad laboral por “CINCUENTA Y TRES PUNTO 
NOVENTA Y CINCO POR CIENTO (53.95%)”, declarando al demandante NO 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=15584#31
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=143199#23
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APTO PARA ACTIVIDAD MILITAR. De este modo, dicha circunstancia no es 
óbice para acceder al reconocimiento solicitado por el demandante. 

 
Corolario de todo lo expuesto con anterioridad, concluye el Despacho que resulta 
necesario, en orden a proteger los derechos del demandante, reconocerlo como 
beneficiario del incremento de su pensión de invalidez, dando aplicación al artículo 
23 de la Ley 1979 de 2019, cuyo derecho tiene efectos a partir del 25 de julio de 
2019 (fecha en la cual entró en vigencia la referida norma), con lo cual la pensión 
de invalidez se incrementará al cien por ciento (100%) del salario básico devengado, 
en servicio activo, por un cabo tercero o su equivalente en las Fuerzas Militares. 
 
En consonancia con lo expuesto, este Despacho declarará no probada la excepción 
denominada “Presunción de Legalidad del Acto Acusado: No hay Acción sin 
Derecho”, formulada por el apoderado judicial de la parte demandada, al haberse 
demostrado que el acto administrativo adolece de la causal de nulidad de ilegalidad, 
al encontrarse falsamente motivado y por contrariar las normas superiores en que 
debió fundamentarse. Por ende, se declarará la nulidad total del acto administrativo 
contenido en el Oficio No. RS20211007026346 del siete (7) de octubre de 2021, a 
través del cual la entidad demanda negó la petición de incremento y reajuste de la 
pensión de invalidez reconocida al actor en la Resolución No. 499 del cinco (5) de 
febrero de 2015. 
 

Como consecuencia de la declaración anterior, se ordenará a la NACIÓN – 
MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL (GRUPO DE 
PRESTACIONES SOCIALES), al reajuste e incremento de la pensión de invalidez 
del demandante, reconocida en la Resolución No. 499 del cinco (5) de febrero de 
2015, en cuantía del 100% del salario devengado por un Cabo Tercero, conforme a 
la Ley 1979 del 25 de julio de 2019, con efectos retroactivos, sumas que deberán 
ser debidamente indexadas. 
 
Finalmente, no se encuentra acreditada la prescripción invocada por el apoderado de 
la entidad demandada, con fundamento en que la vigencia de la norma que se 
pretende darle cumplimiento surte efectos a partir del 25 de julio de 2019 y el 
demandante presentó su petición el día 15 de junio de 2021.  
 
5.5.- CONDENA EN COSTAS Y AGENCIAS EN DERECHO, ARTÍCULO 188 DEL 
CPACA.- 
 
Estima el Despacho que no hay mérito para condenar en costas a la parte vencida, 
porque en el expediente no se encuentran pruebas que las demuestren o 
justifiquen1. 
 
DECISIÓN 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE VALLEDUPAR, administrando justicia en nombre de la 
República y por autoridad de la Ley,   
 

FALLA 

PRIMERO: Desestimar la excepción propuesta por la parte demandada, 
denominada “Presunción de Legalidad del Acto Acusado: No hay Acción sin 
Derecho”, de conformidad con lo establecido en la parte motiva de la presente 
decisión. 
 
SEGUNDO: DECLARAR la nulidad del Oficio No. RS20211007026346 del siete (7) 
de octubre de 2021, a través del cual la entidad demanda negó la petición de 
incremento y reajuste de la pensión de invalidez reconocida al actor en la 

                                                           
1 En el mismo sentido, sentencias del 6 de julio de 2016, Exp. 21601, M.P. Dra. Martha Teresa Briceño de Valencia y de 
1º de junio de 2017, Exp. 20882, M.P. Dra. Stella Jeannette Carvajal Basto. 
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Resolución No. 499 del cinco (5) de febrero de 2015, de conformidad con lo 
expuesto en la parte motiva de la presente providencia. 
 
TERCERO: Como consecuencia de la anterior declaración y a título de 
restablecimiento del derecho, se CONDENA a la NACIÓN – MINISTERIO DE 
DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, al reajuste e incremento de la pensión de 
invalidez del demandante, reconocida en la Resolución No. 499 del cinco (5) de 
febrero de 2015, en cuantía del 100% del salario devengado por un Cabo Tercero, 
conforme a la Ley 1979 del 25 de julio de 2019, con efectos retroactivos, sumas que 
deberán ser debidamente indexadas. La entidad demandada podrá efectuar los 
descuentos a que haya lugar de conformidad con las normas vigentes. 
 
CUARTO: ORDENAR a la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
POLICÍA NACIONAL, pagar a favor de la demandante, el retroactivo de las mesadas 
pensionales. Los valores resultantes serán reajustados con base en el índice de 
Precios al Consumidor que expide el DANE, de acuerdo con la fórmula: 
 
R= Rh X índice final 
               índice inicial 
 
QUINTO: Denegar las demás pretensiones de la demanda, por las razones 
expuestas en las consideraciones de la presente decisión. 
 
SEXTO: Sin condena en costas. 
 
SÉPTIMO: En firme esta providencia, archívese el expediente. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
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